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I. El contexto

E l voto de los mexicanos en el extranjero y su repre-
sentación en los órganos legislativos nacionales y
estatales es un tema que está en la agenda de las

reformas político-electorales desde los años 90 del siglo 
XX. Fue hasta el año 2005 cuando se incorporó el derecho
a votar en elecciones para presidente y, desde entonces,
la legislación ha avanzado de manera lenta. Los procesos
de implementación de registro de electores y de votación
son muy rígidos, pero eficientes si se toma en cuenta
que deben adaptarse a la normativa que se aplica en
territorio nacional.

La otra cara de la moneda es la representación formal 
y sustantiva de los mexicanos en el exterior, en estricto 
sentido que quienes sean votados sean también personas 
que tienen la misma calidad de residir en el extranjero. 
Esta cuestión es la más compleja de operacionalizar, 
pues mientras los porcentajes de participación electoral 
de los mexicanos en el extranjero es similar a otros paí-
ses que contemplan esta figura, la representación no ha 
sido resuelta de forma clara y precisa. La iniciativa de 
reforma electoral de 2026 propuso la incorporación de la 
representación de la diáspora mexicana en el exterior, 
pero su diseño laxo y poco claro no orientaba una buena 
solución desde el inicio, dejando todo a la legislación 
secundaria.

II. Mecanismos de representación e
instrumentos de implementación

Existen dos modelos principales para garantizar la repre-
sentación migrante: 

1. El escaño reservado, donde la ley aparta una curul
específica. Bajo este esquema, la representación es
directa y está garantizada por ley, independiente-
mente de los resultados generales de los partidos.

2. Candidatura preferente, en el cual las reglas obligan
a los partidos o coaliciones políticas a postular a per-
sonas migrantes en lugares estratégicos de sus lis-
tas de Representación Proporcional (RP); a diferencia
del anterior, este mecanismo no garantiza por sí solo
el acceso al cargo, ya que la obtención de la curul
depende de la cantidad de votos que el partido reciba
en total y de la posición asignada en la lista.

También es posible distinguir dos modelos de implemen-
tación:

a) La reforma electoral como producto de una iniciativa
legislativa, que implica la modificación formal de la
Constitución o de las leyes electorales, realizada por
el Poder Legislativo para integrar permanentemente
estos derechos en el marco jurídico. A diferencia de
las acciones afirmativas, que pueden variar entre pro-
cesos electorales, la reforma electoral brinda mayor
certidumbre y estabilidad jurídica al derecho de
representación.

b) La acción afirmativa, que son políticas temporales
establecidas por autoridades electorales para com-
pensar condiciones de discriminación histórica sufri-
das por grupos minoritarios, como los migrantes. A
nivel federal, este ha sido el instrumento predomi-
nante, materializándose mediante acuerdos adminis-
trativos derivados de sentencias del Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), ante la
ausencia de una legislación específica emitida por el
Congreso.
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III. La propuesta de reforma de 2026

La propuesta de reforma del año 2026 que presentó el 
Ejecutivo federal ante la Cámara de Diputados y que 
finalmente fue rechazada el 11 de marzo, proponía que 
dentro de una lista de cien diputaciones de RP se inte-
graran representantes de los migrantes, aunque sin 
especificar cuántos ni el mecanismo de asignación (Pre-
sidencia de la República, 2026). Esta propuesta buscaba 
“perfeccionar”, según señala, el modelo de RP sin eli-
minarlo, con el objetivo de que la asignación de estas 
curules no dependa de las “cúpulas partidistas”, sino de 
la voluntad popular directa y el mérito electoral.

Se mantenía la integración de la Cámara de Diputa-
dos de 300 de mayoría relativa y 200 diputados de RP, 
pero modificaba quiénes ocuparían esos lugares y cómo 
serían elegidos:

	1.	Eliminación de listas cerradas de partidos: que los 
legisladores plurinominales no fueran designados por 
acuerdos internos, sino por el voto ciudadano.

	2.	División de los 200 escaños: proponía que la asig-
nación se dividiera en dos grupos de cien diputacio-
nes cada uno, basados en dos criterios distintos: cien 
para las candidaturas de segundo lugar con más alto 
porcentaje de votos para su partido, y cien de vota-
ción directa en las cinco circunscripciones regionales. 
Es en este grupo donde se integrarían las diputacio-
nes electas por los ciudadanos mexicanos que residen 
en el extranjero.

	3.	Las diputaciones electas por el voto de los mexica-
nos en el exterior no tendrían escaños reservados ni 
serían candidaturas preferentes (p. 29). Estos repre-
sentantes se asignarían al partido político que corres-
ponda en cada circunscripción, iniciando por aquella 
en la que dicho partido haya obtenido el mayor por-
centaje de votación (p. 30). 

	4.	Quienes hubiesen aspirado a ocupar estos cargos 
deberían acreditar una residencia efectiva de más de 
tres años fuera del territorio nacional (p. 31). Final-
mente, para facilitar la elección de estos represen-
tantes, la reforma proponía el uso de tecnologías de 
la información y comunicación en la emisión del voto 
desde el extranjero (p. 41). 

IV. Problemas de la propuesta 
de reforma de 2026

	a)	A diferencia de las “acciones afirmativas” actuales 
que obligan a los partidos a incluir fórmulas migran-
tes en los primeros 10 lugares de las listas regionales, 
la reforma de 2026 proponía que estos representantes 
simplemente se “integraran” en el grupo de las cien 
diputaciones electas por votación directa regional (p. 
29). Ello generaría incertidumbre sobre si se manten-
dría un número mínimo garantizado de escaños para la 
diáspora o si su llegada al Congreso dependería total-
mente de la voluntad de las dirigencias partidistas al 
conformar las listas (p. 29), con el riesgo de disolución 
de la representación específica que se trataba de crear.

	b)	El mecanismo de asignación establecía que las dipu-
taciones electas en el extranjero se otorgarían al 
partido político que corresponda, iniciando por la cir-
cunscripción donde dicho partido haya obtenido el 
mayor porcentaje de votación (p. 30). Esta lógica vin-
cula la representación de los migrantes a resultados 
electorales territoriales en México, lo que desvirtúa 
una representación basada en los intereses específi-
cos de la comunidad en el exterior (p. 30), creando 
una dependencia al desempeño partidista regional.

	c)	La reforma exigía acreditar una residencia efectiva de 
más de tres años fuera del país para ser postulado 
(p. 31). Empero, este tipo de requisitos administra-
tivos son barreras que históricamente han dificultado 
el acceso a candidaturas, especialmente para quienes 
enfrentan situaciones de vulnerabilidad documental o 
estatus migratorio irregular.

	d)	Actualmente los partidos políticos incurren en simu-
laciones al registrar candidaturas migrantes que no 
pertenecen realmente a esa comunidad o que omiten 
salvaguardar la paridad de género dentro del grupo, 
y la propuesta de 2026 no mencionaba ni promovía 
mecanismos de fiscalización o sanciones para evitar 
estas prácticas.

	e)	Aunque la reforma elevaba a rango constitucional el 
uso de tecnologías de la información para la emisión 
del voto, existe el riesgo de exclusión para sectores de 
la población migrante que carecen de acceso a herra-
mientas digitales o de alfabetización digital necesaria 
para utilizar estos sistemas (p. 41).
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	 f)	La propuesta instruía al INE a establecer las normas 
internas para el voto extranjero para el proceso elec-
toral de 2027 a más tardar en mayo de 2026 (p. 57). 
La experiencia histórica muestra que legislar con poca 
anticipación impide negociar condiciones logísticas 
óptimas y genera incertidumbre en el electorado.

	g)	En su conjunto, la propuesta adolecía de un enfo-
que interseccional para garantizar la representación 
de subgrupos históricamente subrepresentados. Las 
experiencias previas han identificado la necesidad de 
atender las problemáticas de las mujeres migrantes, 
personas indígenas o con discapacidad, quienes tam-
bién enfrentan barreras culturales y lingüísticas adi-
cionales a las políticas (p. 44).

h) En la propuesta persistía (y persiste) el desafío de 
que, incluso con escaños asignados, los representan-
tes migrantes logren influir efectivamente en la toma 
de decisiones y que sus planteamientos no queden 
relegados frente a los intereses de las estructuras 
partidistas nacionales.

	 i)	Como muchas otras iniciativas similares, la de 2026 
estaba pensada a partir de los mexicanos que radican 
en Estados Unidos, que son más del 95% de los resi-
dentes en el exterior. No se partió de un diagnóstico 
amplio para asegurar una representación efectiva de 
estas personas ciudadanas, pero tampoco se pensó 
en los mexicanos que residen en otras partes del 
mundo.

V. Experiencias de implementación 
a nivel estatal

La implementación de la representación de los mexicanos 
que habitan en el exterior en los estados donde existe 
no ha estado exenta de polémica, precisamente por la 
dificultad de identificarles.

Zacatecas fue la primera entidad en modificar en 2003 
su constitución para incorporar la figura de la diputación 
migrante mediante un escaño reservado, estableciendo 
la asignación de dos diputaciones a los partidos políti-
cos que obtengan la mayor votación desde el exterior, 
para lo cual los partidos deben registrar a un candi-
dato migrante o binacional en el último lugar de su lista 
plurinominal. Una vez contabilizados los votos emitidos 
desde el extranjero, se asigna una diputación a cada 

uno de los dos partidos políticos que hayan obtenido la 
mayor votación. 

En Chiapas se creó la diputación migrante en 2012 y 
2015, pero en la última elección se cometió fraude 
cuando un candidato a esta diputación, en colusión con 
la empresa encargada del registro de los chiapanecos en 
el extranjero, manipuló los registros y “rasuró” el padrón 
para favorecerlo. Eso llevó a que el Congreso del Estado 
desapareciera dicha figura.

En la Ciudad de México, a partir de su proceso constitu-
yente, se incorporó una diputación migrante; en 2020 se 
intentó derogar, pero una resolución de la Sala Superior 
del TEPJF la mantuvo. Inicialmente se eligió dentro de las 
diputaciones plurinominales, pero una reforma de 2022 
la incluyó como una diputación de mayoría a través del 
mecanismo de escaño reservado, aumentando de 33 a 
34 las diputaciones de mayoría relativa, pero reduciendo 
las de representación proporcional. En las elecciones de 
2021 y 2024 sólo votaron 72% de las personas inscritas. 
Después de la creación de la representación de mayoría, 
en 2024 aumentó al 91.%.

En el estado de Jalisco se implementó en 2017 la votación 
de los jaliscienses en el exterior para las diputaciones de 
RP. En 2023, una reforma introdujo la candidatura prefe-
rente, obligando a los partidos a postular al menos una 
fórmula de personas migrantes dentro de los primeros 10 
lugares de su lista de RP para el proceso 2023-2024. Los 
votos emitidos desde el exterior se suman a la votación 
total obtenida por cada partido o coalición en los 20 dis-
tritos de mayoría relativa del estado, la suma total es la 
que se utiliza para calcular cuántas diputaciones de RP le 
corresponden a cada partido, asegurando que si el partido 
alcanza el umbral necesario, la persona migrante en los 
primeros lugares de la lista accede al cargo (Pérez, 2023).

En los estados de Nayarit y Oaxaca se utiliza también 
el modelo de candidatura preferente o cuotas en las lis-
tas plurinominales. En Nayarit se exige que los partidos 
registren una fórmula migrante dentro de los primeros 
seis lugares de sus listas de RP, mientras que en Oaxaca 
se mandata que al menos un candidato migrante o bina-
cional sea incluido dentro del primer 30% de la lista de 
candidaturas de RP de cada partido. Además de los casos 
anteriores, entidades como Estado de México, Guerrero, 
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Michoacán y Morelos han integrado en sus legislaciones 
el reconocimiento al voto o la representación migrante.

VI. La vía de la acción afirmativa 
a nivel nacional

La diputación migrante a nivel nacional en México fue 
posible a través de acciones afirmativas emitidas por el 
INE, derivado de mandatos del TEPJF. Este mecanismo 
se diseñó para garantizar el derecho a ser votados de los 
ciudadanos residentes en el extranjero, ante la falta de 
una reforma legal específica en el Congreso que mate-
rializara dicha representación. La implementación se 
fundamentó en una cadena de resoluciones judiciales y 
acuerdos administrativos: la sentencia SUP-RAP-121/2020 
y acumulados, con la que el TEPJF ordenó al INE esta-
blecer lineamientos para aplicar medidas afirmativas que 
incluyeran a grupos en situación de vulnerabilidad, entre 
ellos la comunidad migrante. Así, el INE incorporó (INE/
CG160/2021) formalmente los criterios que obligaban a 
los partidos políticos a registrar candidaturas de perso-
nas residentes en el extranjero para el proceso electo-
ral 2020-2021. Tras un intento del INE de modificar el 
modelo en 2023, el TEPJF ordenó que se mantuviera para 
las elecciones de 2024 (TEPJF, 2024).

La diputación migrante no se elige mediante un distrito 
geográfico en el exterior, sino dentro del sistema de RP. 
Los partidos políticos y las coaliciones tienen la obligación 
de registrar al menos una fórmula de candidaturas inte-
grada por personas migrantes en cada una de las listas 
de las cinco circunscripciones electorales. Estas fórmulas 
deben ubicarse dentro de los primeros 10 lugares de cada 
lista regional para aumentar sus posibilidades de acceder 
al cargo. En el proceso 2024, la medida se amplió para 
incluir una candidatura migrante dentro de los prime-
ros 15 lugares de la lista nacional para el Senado de la 
República. Para el registro, los candidatos deben acre-
ditar fehacientemente su calidad de migrante mediante 
documentos que prueben una residencia mínima de seis 
meses en el extranjero y un vínculo activo con su comu-
nidad o entidad de origen.

De esta manera, a nivel nacional se han elegido un total 
de 17 diputaciones federales como representantes de la 
diáspora mexicana en el extranjero, a través de acciones 

afirmativas en los procesos electorales de 2021 y 2024. 
En las elecciones de 2021 se eligieron 11 personas (seis 
mujeres y cinco hombres) bajo el principio de repre-
sentación proporcional (Hernández, 2021; INE, 2025); 
mientras que en las de 2024 resultaron electas seis per-
sonas (cinco mujeres y un hombre) como diputaciones 
federales migrantes por la vía plurinominal, además de 
obtenerse por primera vez un escaño en el Senado por 
esta misma vía (Martínez Ortega, 2024; INE, 2025).

VII. Posible cauce de la 
iniciativa federal fallida

La iniciativa no prefiguraba un número de escaños reser-
vados ni candidatura preferente dentro de las listas, pero 
ambos pueden implementarse por medio de reformas a 
las leyes secundarias armonizando lo contemplado por la 
vía de las acciones afirmativas que ya existe. Para ello 
se deberían modificar artículos estratégicos en dos leyes:

En la LGIPE: incluir explícitamente el derecho de los ciu-
dadanos residentes en el extranjero a votar por diputacio-
nes federales, ya que actualmente la ley sólo menciona 
Presidencia, senadurías y gubernaturas (art. 329). Se 
requiere un nuevo numeral para obligar a los partidos a 
registrar al menos una fórmula de personas migrantes 
dentro de los primeros 10 lugares de las listas de RP en 
cada una de las cinco circunscripciones, y especificar que 
de las cinco fórmulas postuladas, al menos tres deben 
ser de género distinto para asegurar la paridad dentro 
de la cuota migrante (art. 234). También sería necesario 
adicionar una fracción que mandate la presentación de 
pruebas de autoadscripción calificada, incluyendo resi-
dencia mínima de seis meses fuera del país y constancias 
de vínculo activo con la comunidad migrante (art. 238).

En la LGPP: establecer como obligación de los partidos 
políticos la garantía de representación de la diáspora en 
la integración de sus candidaturas, similar a la paridad de 
género (art. 25). También se deben detallar los procedi-
mientos internos de selección para asegurar que los can-
didatos pertenezcan genuinamente a este grupo y evitar 
candidaturas simuladas (art. 44).

Estas reformas permitirían transitar de un esquema de 
“cuotas” temporales impuestas por sentencias del TEPJF a 
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un derecho legislado permanente, garantizando al menos 
cinco escaños federales para la comunidad migrante. 
Empero, lo anterior no asegura que la acción afirmativa 
se cumpla, pues todo depende del nivel de participación, 

pero principalmente, no resuelve los problemas que deri-
van de las dificultades respecto a la temporalidad en el 
extranjero y adscripción, pues ambas son muy difíciles 
de observar.




